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			PREFACIO

			Cada momento histórico tiene su imaginario cultural propio que explica las diversas variantes que lo condicionan. Este libro es una excelente manifestación de cómo ese imaginario se desarrolla hoy en relación con la ciencia y arte del Derecho. Distintos profesores de la Facultad de Derecho UC han sumado esta obra al profundo aporte que la Pontificia Universidad Católica de Chile proyecta a la sociedad, en miras de la mejor realización del bien común en general, y sobre la modernización de nuestra Justicia en particular.

			En esta oportunidad, el tema estructurante es el Estado de Derecho y algunos de los principios y criterios que sustentan el imaginario de nuestro tiempo respecto a la Justicia y su rol en la política. Tal esfuerzo ha sido dirigido desde el Programa de Reformas a la Justicia UC, e incluye la participación de profesores de distintos perfiles, pero unidos por una vocación común. Siendo así, es natural que la obra concentre sus esfuerzos en el estudio de distintos aspectos del problema que aborda, complementando y enriqueciendo su contenido desde distintas miradas. 

			Como bien señalan los autores al inicio de la obra, ella gira en torno a problemas concretos que nuestros tiempos de análisis y debates constitucionales deben tener especialmente a la vista; a saber, la extensión y alcance de las garantías judiciales desde una perspectiva constitucional, la estructuración de los órganos de gobierno de la judicatura y otras instituciones participantes en el desarrollo de la justicia, y la especial relevancia que supone la justicia constitucional.

			Como Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, protagonistas del desarrollo institucional de Chile desde muy temprano en sus orígenes, somos conscientes de la importancia que tiene la reflexión profunda sobre los grandes temas de la política para la consecución de la Justicia en su sentido más amplio. Ello resulta especialmente necesario si consideramos que nuestra institucionalidad jurisdiccional obedece a una mirada que, aunque actualizada con el paso de los años, es heredera de un ambiente intelectual, cultural y jurídico procedente de épocas más o menos distantes. 

			Cualquier perfeccionamiento de la institucionalidad vigente será la continuación de un esfuerzo que ya se ha visto manifestado en los últimos años a través de una serie de reformas en grandes parcelas de nuestro sistema judicial, tales como la justicia penal, familiar o laboral. En materias tan relevantes como esta, el trabajo nunca se halla verdaderamente acabado. Por ello, es labor de la academia ofrecer, con frutos de pensamiento sereno y profundo, perspectivas que reflejen la grandeza de estos temas y que propongan sendas para avanzar en la promoción de la Justicia y del Derecho. El libro que el lector tiene en sus manos es muestra genuina de dicho ofrecimiento.





			GABRIEL BOCKSANG HOLA

			Decano

			Facultad de Derecho P. Universidad Católica de Chile

			Septiembre de 2021

		


		
			PRESENTACIÓN

			Como es de público conocimiento, la ley Nº 21.200 publicada el 24 de diciembre de 2019, modificó el Capítulo XV de la Constitución Política de la República y fijó un procedimiento de elaboración de un nuevo texto constitucional. La ley mencionada contiene un itinerario constituyente estructurado en torno a las siguientes etapas: (i) plebiscito nacional de entrada, regulado en el nuevo ar­tículo 130; (ii) instalación y funcionamiento de un órgano denominado Convención Constitucional con el propósito de “redactar y aprobar una propuesta de texto de Nueva Constitución”, regulado en los nuevos ar­tículos 131 a 141 de la Constitución; y (iii) plebiscito constitucional, dispuesto en el nuevo ar­tículo 142, cuya finalidad es aprobar o rechazar la propuesta de Nueva Constitución que redacte la mencionada Convención.

			El itinerario mencionado se ha ido cumpliendo paulatinamente, de manera que el día 4 de julio de 2021 la Convención Constitucional se instaló en el antiguo Congreso Nacional, organizándose en distintas comisiones las que han sesionado tanto en la sede del Congreso como de manera telemática.

			En dicho contexto, el Programa Reformas a la Justicia UC de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile se suma al esfuerzo que ha venido haciendo esta Facultad, entre otras iniciativas mediante el Foro Constitucional UC, y pone la presente publicación a disposición de la comunidad en general y de los convencionales constituyentes en particular, con el objetivo de contribuir a la discusión en torno a tres temas trascendentales que tratará la Convención en el ámbito jurisdiccional y judicial en general: (i) extensión y alcance de las garantías judiciales civiles y penales; (ii) estructura y gobierno, tanto del Poder Judicial como del Ministerio Público; y (iii) estructuración del órgano y funciones de la justicia constitucional.

			En efecto, la preservación y el reforzamiento de un Poder Judicial independiente y de órganos jurisdiccionales y de justicia constitucional tributarios de esa independencia, imparciales, dotados de eficaces atribuciones de imperio y de autoridad para proferir decisiones intangibles, son algunas de las condiciones indispensables para tutelar efectivamente los derechos y garantías individuales de las personas, fomentar una sana convivencia nacional y contribuir a la paz social1. En este sentido, el ar­tículo 1° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948, ofrece un programa social estructurado a partir de los principios de libertad, igualdad y fraternidad, que se articula sobre la configuración de una comunidad de personas libres e iguales, en que los derechos fundamentales son asegurados a todos2. Asimismo, dicho proyecto de sociedad requiere una configuración formal particular de derecho positivo, conocida como “imperio de la ley” o “Estado de Derecho”3, que proteja y fortalezca el ejercicio y goce de los derechos humanos de los cuales son titulares todas las personas4. Pues bien, precisamente los textos que a continuación se exponen profundizan distintos pilares vitales para el Estado de Derecho –o “régimen de Derecho”–, considerando la forma a la que se refiere la citada Declaración.

			Así, el ar­tículo de los profesores Carlos Frontaura y José Pedro Silva realizan una exposición teórica del origen y sentido de la garantía del debido proceso, asumiendo diversos puntos de vista doctrinarios, para luego ofrecer un análisis y categorización diferenciada de las garantías específicas que, conforme al desarrollo cultural y social, han ido complementando y enriqueciendo la noción original. Abundan con distintas propuestas en el ámbito de la protección de los derechos o garantías que integran el concepto fundamental del debido proceso, tanto en los ámbitos jurisdiccionales como administrativos. Abren debate, asimismo, acerca de la conveniencia o no de contar con una definición amplia de debido proceso acompañada o no de un catálogo de garantías inherentes al concepto, así como también, se plantean la necesidad de extender estas garantías al ámbito propio de las sociedades intermedias.

			Luego, el ar­tículo de las profesoras Ximena Marcazzolo y María Elena Santibáñez se refiere, conjuntamente, tanto a los derechos fundamentales en el sistema procesal penal como al diseño orgánico del Ministerio Público. En lo relacionado con el primer punto, destaca el interesante recorrido que realizan sobre los antecedentes, extensión y alcance de los derechos que integran el debido proceso penal y propuestas concretas relativas a su consagración en la Constitución.  A su vez, respecto del análisis del órgano persecutor penal, destacan las propuestas relacionadas con el nombramiento, formas de control de los integrantes de dicho órgano e, igualmente, relativas al ejercicio del derecho a la acción. El ar­tículo de las destacadas profesoras, ambas con conocida experiencia y trayectoria en la litigación penal e igualmente en el Ministerio Público, logra explicar en un lenguaje claro y accesible al público general el funcionamiento e historia del órgano persecutor penal, como asimismo las garantías del debido proceso aplicables al proceso penal.

			A continuación, se incluyen ar­tículos relacionados con la justicia constitucional. Una primera mirada desde el punto de vista orgánico es la que ofrece la profesora Marisol Peña, quien hace un diagnóstico desde distintas perspectivas respecto del funcionamiento del Tribunal Constitucional, incluyendo un análisis comparado e histórico de este órgano público. En seguida, presenta distintas propuestas relativas a la composición, duración y nombramiento de sus integrantes, así como concretas sugerencias respecto de su funcionamiento. Destaca del ar­tículo de la profesora Peña una aproximación que subsume tanto los importantes aprendizajes prácticos que ha obtenido producto de su experiencia como ministra y presidenta del Tribunal Constitucional; como asimismo sus conocimientos como investigadora y experta en derecho constitucional.

			Acto seguido, la profesora Alejandra Ovalle se refiere al rol del control preventivo que cumple el Tribunal Constitucional, contribuyendo con elementos de diagnóstico y de propuestas relativas al aseguramiento del principio de supremacía constitucional. Tras un recorrido histórico y de un análisis de justificación, el ar­tículo desarrolla distintas propuestas en torno a las atribuciones del mencionado tribunal y a los aspectos procesales relacionados con el control preventivo facultativo. El trabajo de la académica busca iluminar sobre el sistema de necesarios límites constitucionales que configura el procedimiento de generación de normas legales, punto vinculado no solo al principio de supremacía constitucional sino igualmente al principio de eficacia de la norma constitucional. De esta manera, la profesora Ovalle trabaja en su ponencia un punto crucial para el funcionamiento del orden jurídico, cual es, el examen de constitucionalidad que realiza el mencionado tribunal respecto de las normas legales previo a su promulgación y entrada en vigencia.

			Luego, el último ar­tículo vinculado a la justicia constitucional es el de la profesora Catalina Salem, quien realiza un análisis del control represivo de constitucionalidad de la ley, que se materializa actualmente con la acción de inaplicabilidad. Luego de un análisis del instituto e identificación de sus principales elementos de diagnóstico, el ar­tículo contiene distintas propuestas relacionadas al perfeccionamiento del mencionado instituto. Dentro de estas últimas, destaca la propuesta de creación de una acción de amparo contra las resoluciones judiciales que sea competencia del Tribunal Constitucional, cuya extensión y alcance se trabaja en la mencionada ponencia.

			Finalmente, la última presentación de este libro aborda el crucial tema del Poder Judicial y del Gobierno Judicial desde la perspectiva del Estado de Derecho, cuyos autores son los profesores Cristián Villalonga y Nicolás Frías. Así, el texto ofrece un desarrollo en torno a tres elementos de diagnóstico asociados al Gobierno Judicial, consistentes en los elementos de opacidad en la estructura de gobierno judicial, la visión anquilosada respecto de la organización de la estructura judicial y deficiencias objetivas en los procesos de nombramientos y promoción. Luego, el ar­tículo  vincula los mencionados hallazgos de diagnóstico con distintas garantías del debido proceso, que mediata o inmediatamente se vinculan con el gobierno judicial para culminar con propuestas en torno a la consagración de nuevos principios asociados a la función jurisdiccional en la Constitución.

			Los trabajos que brevemente hemos reseñado son fruto de un esfuerzo colaborativo que todos los autores mencionados realizaron durante el año 2020 y a principios del año 2021. Los académicos –todos profesores de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica vinculados a las áreas de derecho constitucional y procesal–, asistieron y participaron de reuniones plenarias periódicas, analizando estas temáticas desde sus distintas áreas de especialización, con el propósito de contribuir con propuestas concretas al debate constitucional en actual desarrollo en nuestro país.

			Además, el lector advertirá que los ar­tículos son de una extensión más o menos breve y todos tienes una estructura similar: incorporan un diagnóstico, contienen lineamientos fundamentales y efectúan propuestas concretas; lo anterior con el propósito de utilizar un lenguaje eventualmente asequible por audiencias sin particular formación jurídica.

			Por último, quisiéramos agradecer especialmente a las ayudantes de investigación del Programa Reformas a la Justicia UC, Manuela Brunner y María Jesús Ithurria, quienes colaboraron de manera muy valiosa tanto en el desarrollo y compilación de las actas de las sesiones como en tareas investigativas.





			JOSÉ PEDRO SILVA PRADO

			NICOLÁS FRÍAS OSSANDÓN

			Coordinadores






			

			
				
					1	Vinculado a lo expuesto, destaca la cita de Tomás de Aquino relativa a lo “justo político”, es decir, aquello que corresponde a todos los habitantes de la polis por el hecho de ser tales: “Lo justo político consiste en cierta comunidad de vida (…). Lo justo político se encuentra entre hombres libres (…). Lo justo político se da entre personas iguales (…). Lo justo político es determinado por la ley (…). No permitimos que los hombres gobiernen (…), sino que gobierne la ley, que es un dictamen de la razón”. De Aquino, Tomás (2000): Comentario a la Ética a Nicómaco de Aristóteles (Pamplona, Eunsa).

				

				
					2	Barzotto, Luis Fernando (2020): “El estado de derecho en la Declaración Universal de los Derechos Humanos”, Prudentia Iuris, N° Aniversario: p. 215.

				

				
					3	Barzotto, Luis Fernando (2020): “El estado de derecho en la Declaración Universal de los Derechos Humanos”, Prudentia Iuris, N° Aniversario: p. 215.

				

				
					4	El considerando tercero de la Declaración Universal de los Derechos Humanos dispone: “Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión”.

				

			

		


		
			ALCANCES E IDEAS SOBRE DEBIDO PROCESO PARA EL PROCESO CONSTITUCIONAL CHILENO

			CARLOS FRONTAURA RIVERA1 Y JOSÉ PEDRO SILVA PRADO2

			I.	Antecedentes de diagnóstico

			1.	El debido proceso y la legitimidad procedimental

			Toda persona tiene el derecho fundamental de ser protegido por el Estado y del Estado ante la vulneración o amenaza de vulneración de sus derechos e intereses legítimos. Se extiende ese derecho a los casos en que —por razones de conveniencia social, protección del ordenamiento jurídico u otras—, el legislador permite la protección de derechos o intereses que no corresponden a su titular (legitimación indirecta). El derecho consiste, por una parte, en el acceso a la jurisdicción, esto es, a los órganos que prevé el ordenamiento jurídico —como encargados de esta alta función pública— para la solución o prevención de los conflictos de relevancia jurídica; y, por la otra, al método cualificado con base en el cual esos conflictos deben ser resueltos, que es el debido proceso (en adelante “DP”).

			Tanto el acceso a la justicia como las normas del DP son normas procesales protectoras de las personas, partes o intervinientes, que dotan de eficacia —en el ámbito de los procedimientos judiciales y administrativos—, a los derechos que la Constitución Política (indistintamente “CP”) y el ordenamiento jurídico otorgan, y que se proyectan teleológicamente en la mantención de la convivencia y de la paz social. Ello se logra resolviendo o previniendo los conflictos de relevancia jurídica sobre la base de la adopción de decisiones imperativas, fundamentadas en un método racional que permita alcanzar soluciones orientadas por los valores de la verdad y la justicia. Se trata de desterrar no solo la autotutela ilegítima, sino también otras formas de composición de los conflictos que, pudiendo parecer eventualmente “eficientes” —incluso, siguiendo una metodología racional para dirimirlos—, se desentienden de los auténticos valores del derecho —verdad y justicia— que resultan ser indispensables para posibilitar la armonía social y el bien común sobre bases sólidas.

			En esa dimensión, se plantean como derechos y garantías inseparables el acceso a la jurisdicción y el debido proceso, instituciones que tienen una capital importancia desde las distintas posiciones ius filosóficas, conforme lo refrendan diversos autores, algunos de cuyos postulados sucintamente se recogen a continuación.

			Así, Kelsen, sostiene la necesaria imbricación entre lo que normalmente se conoce como “derecho sustantivo” y lo que se ha llamado tradicionalmente “derecho adjetivo”, entendiendo por este último a las normas generales que determinan el órgano que aplica el derecho y “el procedimiento que tales órganos están obligados a observar cuando aplican las normas jurídicas”. Por consiguiente, Kelsen, califica a estos derechos como “inseparables”, formando una “relación sistemática”, de manera que lo que constituye el derecho, en realidad, es “su unión orgánica”, pues, en el fondo, no se puede aplicar el derecho sustantivo sin el adjetivo3.

			Para el filósofo y procesalista italiano, Michele Taruffo, la corrección del procedimiento supone la aplicación de las garantías fundamentales. Estima que es “una condición necesaria para que se pueda hablar de justicia de la decisión, pero no es ciertamente una condición suficiente en tal sentido”4. En relación con que el procedimiento sirva para establecer la verdad de los hechos, se agrega la necesidad de su correcta determinación, aplicación e interpretación, como otra condición necesaria. Avalando su tesis con los planteamientos de Ferrajoli, señala que “el correcto ejercicio de la función fundamental de garantía que es desarrollada por la jurisdicción encuentra fundamento en una actividad cognitiva que concierne también a la determinación de los hechos sobre los cuales se funda la aplicación de la ley”5.

			Carlos Santiago Nino, remarcando el valor de estas garantías, ha dicho que hay debate sobre “el alcance de los derechos fundamentales”, no obstante, señala que sobre la inclusión de algunos de ellos “hay un relativo acuerdo”. Entre estos últimos está “el de no ser sancionado sin un «debido proceso legal»”6.

			Concordante con lo expuesto, Tomás de Aquino sostiene que el juicio es un acto de justicia que lleva a cabo el juez, que tiene por objeto la determinación de lo justo o del derecho7 y que requiere de ciertas condiciones sin las cuales será vicioso o ilícito. Entre ellas, está el que el juicio proceda de la autoridad, sino se calificaría de uno usurpado8. La razón de esto es que el juicio implica, por una parte, una cierta interpretación de las leyes escritas y, por otra, una compulsión o coacción, o capacidad de obligar; ambas cosas solo pueden provenir de dicha autoridad9. Por último, cabe destacar que, conforme a la visión del mencionado autor, “es necesario que el juicio se haga según la ley escrita, pues de otro modo el juicio sería deficiente, ya en lo justo natural o ya en lo justo positivo”, porque “las leyes se escriben para la declaración de uno y otro derecho, aunque de diferente manera”, puesto que la ley contiene el derecho natural y no lo establece, como en el caso del derecho positivo10.

			A su vez, Lon Fuller, al indagar en las razones intrínsecas para que un sistema jurídico sea exitoso en cumplir su misión —lo que ha denominado “la moral interna del derecho”—, concluye ocho exigencias (desideratas). La octava —que haya “congruencia entre la regla declarada y su administración concreta”11—, es la que incorpora, entre otras reglas, la gran mayoría de las que conforman el DP. Fuller señala que esta desiderata es la más compleja, puesto que puede ser afectada de diversas formas y, por lo mismo, son muy variados “los dispositivos procedimentales diseñados” para evitar que se produzca esa incongruencia. El primero que menciona, precisamente, está constituido por “la mayoría de los elementos del «debido proceso procedimental»”12.

			Por último, Cristóbal Orrego plantea que el debido proceso, aunque más riguroso en el derecho penal por sus características y los bienes que están en juego, “es una exigencia general para todos los ámbitos en los que tiene que intervenir un juez”13.

			Como puede apreciarse de estas breves referencias, y más allá de la tradición teórica a la cual puedan adherir sus autores, no cabe duda que la existencia de normas que establezcan con claridad los órganos jurisdiccionales a los cuales recurrir, así como la existencia de reglas formales precisas para poder establecer el derecho y a las que está obligado a someterse el juzgador, son la auténtica garantía para que el proceso pueda servir a los valores de la verdad y la justicia. En palabras de Taruffo, son los requisitos indispensables para ello, aunque no sean los únicos.

			2.	Caracterización de las reglas del DP

			Desde el punto de vista de la caracterización de las reglas del debido proceso, es posible destacar los puntos que se revisan a continuación.

			En primer término, se trata de reglas de justicia y no simplemente técnicas. Siguiendo a Hübner, cabría preguntarse si se está en presencia de una norma, “precepto que rige la conducta con la finalidad de realizar un valor, o sea, un bien de interés para el individuo o para la comunidad”14; o propiamente de una regla, “prescripción destinada a ejecutar con eficacia una determinada actividad”15. La inclinación nominal frente a esta alternativa cede ante la evidencia de que, lo que prescribe el DP implica un juicio de valor sobre fines e impone obligaciones intrínsecamente valiosas que es lo propio de las normas. Las reglas, en cambio, atienden a la eficacia y conveniencia de los resultados, no a que estos se adopten respetando ciertos fines. En resumen, las reglas se relacionan con una necesidad técnica no con una necesidad moral.

			En segundo término, se trata de reglas destinadas a regular la forma en que se adoptan las decisiones jurídicas que denominamos sentencias. Es decir, se trata de prescripciones destinadas a reglamentar cómo deben adoptarse, legítimamente, juicios o decretos, en tanto sustentados en la verdad de las bases fácticas y de la justicia de las decisiones que se proyecta sobre ellas.  En este sentido, es más que razonable sostener que  algunas de ellas debieran regir, también, las decisiones que denominamos “actos de gobierno o autoridad”16.

			Por último, es preciso considerar, desde un punto de vista práctico, que en todo caso se trata de reglas cuyo objeto es doble. Por un lado, tienen por propósito disminuir las probabilidades de infracción de las normas jurídicas al momento de tomar la decisión; y, por el otro, determinar la forma en que los jueces ejercen la discreción de hecho y de derecho de que gozan17.

			3.	El debido proceso en la normativa constitucional y legal chilena

			La introducción del “debido proceso” en Chile, pareciera una impostación normativa y casi mimética del derecho anglosajón, incorporada a nuestro ordenamiento constitucional. Sin embargo, ya en los inicios de la República independiente, hubo normas que contemplaban ciertas garantías procesales mínimas, aunque de manera dispersa y no sistemática. No fue sino  hasta la Constitución de 1980 que se arribó a una noción amplia de “debido proceso” o “proceso racional y justo”, como señala el ar­tículo 19 Nº 3 de esa norma matriz, noción que, confrontada a su versión anglosajona, supone ciertos matices.

			El más importante de dichos matices viene dado por el hecho de que, en la tradición angloestadounidense, el due process of law tiene un alcance bastante mayor que el de una mera garantía procesal. En efecto, en Estados Unidos, ha sido comprendido como el instrumento práctico para proteger las libertades constitucionales y, en este sentido, en una especie de aval de la justicia18, lo que no tiene nada de extraño si, como señalaba el reconocido profesor Harold Berman, “[e]l «debido proceso de ley» es, en realidad, una expresión de la Inglaterra del siglo XIV, para significar derecho natural”19.

			Como se indicaba, en Chile, ciertas garantías procesales que hoy entendemos inherentes a la noción de debido proceso han estado presentes desde los inicios de la República —aunque concebidas fundamentalmente como un conjunto de derechos procesales específicos—, recibiendo un reconocimiento más bien disperso y no sistemático. Se ha dicho que, quizás, una excepción a esto pudieran constituirla ciertas referencias más generales contenidas en algunos de los primeros ensayos constitucionales20. Sin embargo, ellas parecen tener un objetivo más acotado: establecer una garantía ante la imposición de una pena. En este sentido, dichas cláusulas no parecen diferir tan sustantivamente de las que, al respecto, llegarán a contener los textos constitucionales de 1833 y 1925, aunque en algunas de ellas se haga una referencia al proceso.

			De este modo, es posible, por ejemplo, recordar que el Reglamento Constitucional Provisorio de 1812 indicaba que, “[n]inguno será penado sin proceso y sentencia conforme a la ley” (art. XVIII). Por su parte, la Constitución Provisoria de 1818, al mismo tiempo que consagraba la presunción de inocencia (art. 3°, cap. I, T. I), planteaba que, “[n]inguno debe ser castigado o desterrado, sin que sea oído y legalmente convencido de algún delito contra el cuerpo social” (art. 2°, cap. I, T. I). Finalmente, la Constitución Política y Permanente de 1823 recogía estas ideas señalando que, “[n]inguno puede ser condenado si no es juzgado legalmente y en virtud de una ley promulgada antes del hecho” (art. 122). Esta norma será recogida, con muy pequeñas variaciones, por los ar­tículos 133 de la Constitución de 1833 y 11 de la Constitución de 192521. Una regla más genérica, en cambio, parece encontrarse en la Constitución de 1822, dentro del acápite de garantías constitucionales, cuando se señala que, “[t]odo acto ejercido contra un hombre fuera del caso, y sin las formalidades que la ley prescribe, es arbitrario y tiránico” (art. 205). En fin, sin perjuicio de otras garantías más específicas, donde sobresalen las relativas a la seguridad y libertad personal, vale la pena destacar en estos textos del llamado período de ensayos constitucionales, aquella destinada a consagrar el juez natural y a prohibir las comisiones especiales, contenida, en particular, en los que tuvieron pretensiones de permanencia: art. 199 de la Carta de 1822; art. 136, de la de 1823; y art. 15, de la de 182822.

			Por su parte, ni la Constitución de 1833 ni la de 1925, contemplaban una cláusula general sobre debido proceso, salvo aquella de naturaleza más penal a la que se ha aludido y cuya formulación se había alcanzado en el texto de 1823. No obstante, en estas Cartas Fundamentales sí se advertían garantías procesales específicas. Así, por ejemplo, la prohibición de que el Presidente de la República o el Congreso revivieren procesos fenecidos (art. 108 de la Constitución de 1833 y art. 80 de la de 1925); o el derecho al juez natural y a no ser juzgado por comisiones especiales (art. 134 de la Carta del siglo XIX y art. 12 de la de comienzos del XX); o el derecho a no autoincriminarse en causas criminales (art. 144 del texto del régimen portaliano y art. 18 del surgido de la crisis de 1924).

			De este modo, como puede apreciarse, esos reconocimientos a elementos del DP se expresaban en los referidos textos constitucionales de manera dispersa, fragmentaria y no sistemática, sin referencia a una cláusula general comprensiva de un elenco más amplio de garantías procesales que amparara tanto las más básicas de ellas y, por tanto, de fácil consenso, como las que pudieran surgir como efecto de una evolución cultural, dogmática y jurisprudencial.

			Lo mismo cabe advertir en la legislación chilena infraconstitucional del siglo XIX en que aparecen incorporadas ciertas garantías procesales en los procedimientos jurisdiccionales. Ejemplo de ello, en el ámbito civil, fue la Ley de Nulidades de 1837 y la posterior reglamentación de la casación en la forma en el Código de Procedimiento Civil, incorporada por la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales de Justicia de 1878.

			Básicamente, este panorama sufrió una importante transformación en nuestro derecho con la Constitución de 1980, en cuya discusión se advierte la voluntad de avanzar hacia una cláusula general que actúe como sustento y admisión del conjunto de garantías procesales, conforme a un mandato dirigido al legislador para dar debida cuenta de ellas en los procedimientos jurisdiccionales respectivos. Esa misma cláusula, posteriormente, sirvió de amparo para las garantías procesales contempladas en los tratados internacionales ratificados por Chile.

			Así, se reconoció como derecho constitucionalmente garantizado esta idea angloestadounidense del “debido proceso”, en particular, cuando la nueva norma constitucional incorporó las nociones de “proceso previo legalmente tramitado” y de “racional y justo procedimiento” (art. 19 Nº 3); ello fue, desde el inicio, destacado por profesores y tratadistas nacionales23.

			Esa pretensión de cláusula general se ha instalado de manera más precisa a nivel infraconstitucional, en algunos procedimientos reformados como en el caso del Código Procesal Penal en su causal de nulidad del ar­tículo 373 letra a)24.

			En el ámbito del derecho administrativo, en particular, en materia sancionatoria, las exigencias de garantías procedimentales propias de un debido proceso se encuentran asumidas en la doctrina jurisprudencial tanto de nuestra Corte Suprema como del Tribunal Constitucional, a partir de prescripciones legales, pero sin una cláusula general. En efecto, la Ley 19.880 que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos, contempla una serie de condiciones y requisitos en consonancia con garantías propias del debido proceso —por ejemplo, la contradictoriedad, impugnabilidad, transparencia y publicidad, exigidas por el ar­tículo 4° de dicha ley—, aunque sin una disposición que tenga vocación de generalidad.

			Por último, tanto la doctrina como la jurisprudencia venían desarrollando la idea de que el mandato constitucional respecto del debido proceso alcanzaba también a la jurisdicción doméstica25. El derecho positivo recogió esta tendencia de modo que, dentro de los procedimientos al interior de los cuerpos intermedios, también se instaló la idea del debido proceso, a partir de la Ley Nº 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública que introdujo, en este ámbito, importantes reformas al Código Civil. Así, por una parte, se derogó el art. 554 que otorgaba a las corporaciones y fundaciones el derecho de policía correccional sobre sus miembros en conformidad a sus estatutos y, por otra, se estableció que estas instituciones debían ejercer la potestad disciplinaria “(…) a través de una comisión de ética, tribunal de honor u otro organismo de similar naturaleza (…) mediante un procedimiento racional y justo, con respeto de los derechos que la Constitución, las leyes y los estatutos confieran a sus asociados” (nuevo inciso segundo, art. 553). Cabe recordar que estas normas son obligatorias para toda asociación que pretenda obtener personalidad jurídica (art. 5°) y refieren, en ese ámbito, a la aplicación del debido proceso a partir de una formulación genérica de la garantía.

			4.	Derechos o garantías diferentes

			Como cuestión básica y en relación con la protección de los derechos individuales, deben distinguirse claramente dos derechos diferentes que se implican recíprocamente, y que atienden a una comprensión integral de esa protección, la cual debe contar necesariamente con un reconocimiento constitucional. Se trata de derechos fundamentales, pues constituyen el cimiento sobre el cual se apoya la posibilidad de hacer efectivos los derechos subjetivos e intereses legítimos de las personas que contempla el ordenamiento jurídico, los que, de otra manera, tendrían un carácter meramente retórico. En rigor, nada de esto presenta una novedad conceptual, pues es indiscutible que se encuentran recogidos directa o indirectamente en el actual texto constitucional e, incluso, como se ha señalado, a nivel infraconstitucional; el punto, más bien, estriba en avanzar en un discernimiento que, dada su relevancia, contribuya a su mayor claridad y a un desarrollo coherente de las doctrinas jurisprudenciales que se generen con motivo de su aplicación.

			Conforme a lo señalado, cabe distinguir:

			(i)	Derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales y administrativos del Estado (derecho a la acción). Es, por ejemplo, lo que se contempla en el art. 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos y en el art. 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Al respecto, no está de más recordar que, a propósito del acceso a los órganos jurisdiccionales en el proyecto de nuevo Código Procesal Civil, se plantea una regulación en los siguientes términos: “Ar­tículo 1°. Tutela Jurisdiccional. Toda persona tiene derecho a recabar de los tribunales la protección de sus derechos e intereses legítimos, con arreglo a un debido proceso el que se desarrollará en la forma y mediante los procedimientos reglamentados en este Código, sin perjuicio de lo que se disponga en leyes especiales”26.
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